Carátula 


(Asiste el señor Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario, doctor Álvaro Garcé.) 
SEÑOR PRESIDENTE (Martínez).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15.) 


Esta Comisión tiene mucho gusto en dar la bienvenida al señor Comisionado Parlamentario 
para el Sistema Penitenciario, doctor Álvaro Garcé, a los efectos de referirse al caso de presunto 
maltrato en el Establecimiento de Reclusión Libertad, acontecido el 31 de agosto de 2013 y a la 
evolución de la experiencia de los operadores penitenciarios civiles. 


Por tanto, con mucho gusto le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR GARCÉ.- Si no hay inconveniente, voy a referirme en primer lugar al caso de presunto 
maltrato en el Establecimiento de Reclusión Libertad, acontecido el sábado 31 de agosto de 2013. En 
esa jornada fueron trasladados en horas de la mañana un conjunto de cuarenta y ocho personas 
procedentes del Comcar. El procedimiento se realizó de acuerdo con lo habitual. Se encontraban 
presentes el Coordinador de la zona metropolitana, el Mayor Severo, y el Capitán Vidarte, Director del 
Establecimiento de Libertad. Se trata de dos funcionarios que vienen trabajando desde hace tiempo en 
el sistema carcelario con destacable actuación y tengo la impresión de que mientras ellos estuvieron 
informados y al tanto del procedimiento no ocurrió absolutamente nada irregular. El procedimiento de 
traslado se cumplió de acuerdo con lo previsto. Cuando las personas llegaron al establecimiento de 
Libertad fueron revisadas por el médico, quien no constató ninguna lesión. En algún momento, entre 
ese instante en que fueron vistos por el médico y el que llegan al celdario se produce un hecho que los 
internos describen más o menos en los siguientes términos. 


Habrían sido alojados en un patio, en un sector abierto, se les obligó a que quedaran de 
rodillas durante un lapso que, según los testimonios, se sitúa entre tres horas y media y cuatro horas y 
muchos de ellos han presentado luego del examen médico señales compatibles con el relato, sobre 
todo, de la clásica marca en riel, que coincide con un golpe de bastón. De los cuarenta y ocho 
trasladados todos fueron vistos por el servicio médico de nuestra oficina; veintinueve tenían distintas 
señales de maltrato que coincidían con equimosis en las rodillas -lo cual podría corresponder con la 
permanencia durante mucho tiempo en posición de rodillas-, y varios tenían lesiones en riel, que 
corresponden con la marca por golpe con palo. De todo esto se informó a la Justicia, al Juzgado 
Letrado de Libertad; la denuncia fue presentada en forma inmediata. Nosotros tomamos conocimiento 
unos días después de este hecho e informamos al Juzgado. Y aquí hay un punto que quiero plantear 
con preocupación: la denuncia fue presentada apenas se contó con todos los elementos; en dicha 
denuncia hay un relacionado de los nombres y de las lesiones que en principio constató nuestro 
servicio médico pero tengo entendido que pasaron seis días entre que fue presentado el escrito y que 
las personas fueron vistas por el médico forense. Una evolución de seis días en este tipo de casos 
puede significar, en la práctica, la pérdida de elementos probatorios luego determinantes. Nosotros 
planteamos la denuncia invocando la figura de la tortura. De acuerdo con el relato, entendemos que 
esto es algo más que un simple maltrato, un abuso de autoridad o lesión personal; esto configura lo 
que está tipificado en el artículo 22 de la Ley N* 18.026. En este momento, el caso está en manos de la 
Justicia. 


Quiero plantear a la Comisión mi inquietud por la demora entre el momento que fue 
presentada la denuncia y el momento en que el médico forense habría revisado a los internos para 
obtener algún tipo de evidencia material. 


No es la primera vez que hablamos de esto en esta Comisión. En alguna oportunidad 
planteamos las dificultades que tiene el Juzgado de Libertad. Esto ha pasado ya en otros casos en que 
se han presentado denuncias con la mayor celeridad posible pero la obtención de la prueba -para lo 
que es indispensable la revisación del médico forense- se ha retrasado. Si el problema es que el Poder 
Judicial no dispone de los médicos o los recursos suficientes, sería bueno plantearlo ante la Suprema 
Corte de Justicia, con el ánimo constructivo de que esto se pueda mejorar en el futuro. Evidentemente, 


para tener una respuesta eficaz, y una pronta y eficiente administración de la Justicia, no se pueden 
perder días, que son claves, en la obtención de la prueba. 


Concretamente, en estos momentos la denuncia está con un presumario abierto y todavía no 
hay ninguna decisión. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- ¿El médico forense es de la localidad de Libertad o de San José? Pregunto 
esto porque a veces el médico forense es para todo el departamento. A veces, los propios líos de los 
presos van a los Juzgados de San José. 


SEÑOR GARCÉ.- Sí, el médico forense es de Libertad. 


Efectivamente, como dice el señor Senador, durante muchos años las denuncias que se 
planteaban en el Juzgado de Libertad requerían la intervención del médico forense, que en aquel 
momento era el doctor Borges, que estaba en San José. Evidentemente, un solo forense para las 
ciudades de San José, Libertad, Ciudad del Plata y el resto del departamento, complicaba la celeridad 
de los resultados. 


Tengo entendido que actualmente esto se ha revisado y que hay un médico forense 
especialmente afincado en el Juzgado Letrado de Libertad. 


SEÑOR MICHELINI (don Felipe).- Agradezco la presencia del señor Comisionado Parlamentario del 
Sistema Carcelario, así como su informe sucinto pero preciso de los hechos que, según el relato, son 
muy graves. 


La pregunta es de dónde provino la noticia de estos hechos. Recuerdo que en alguna otra 
instancia el doctor Garcé sostuvo que este tipo de prácticas estaba cediendo, lo que era positivo, ya 
que el hecho de que no haya una práctica sistemática de estas características genera un cambio 
sustancial. En este caso, de acuerdo con lo expresado, este hecho no sucedió mientras estuvieron los 
jerarcas, o por lo menos, el procedimiento se desarrolló en los niveles normales. Claramente, se podría 
sostener que hay una línea por erradicar la práctica. Si los jerarcas no estaban, significa que hubo un 
cierto nivel de organización, de concordancia en la acción delictiva, en el sentido de mantener por tres 
horas en esas condiciones a varios reclusos. Esto implica un nivel de organización, de voluntad y de 
determinación para que se mantenga. 


Me gustaría saber si la noticia de este hecho grave provino de los familiares de los reclusos o 
de algunos de los funcionarios policiales. 


SEÑOR GARCÉ.- Creo que es importante aclarar que el hecho de que se haya verificado esta 
situación, no hace variar mi opinión en el sentido de que hay una tendencia a un mejor uso de la 
fuerza. Hay una línea y, en todo caso, acciones que evaden lo que es el mando. 


Quiero resaltar que mientras estuvieron presentes el Director y el Coordinador, todo se 
desarrolló normalmente. Por lo tanto, me parece que este es el resultado de la acción de un grupo de 
funcionarios que ha actuado a espaldas de su propio Director, sin conocimiento de este. 


Nosotros conocimos la versión, en principio, por parte de algunos familiares que vinieron 
alarmados a la oficina, sobre todo porque, en alguna época, estas prácticas eran bastante comunes, 
pero el volver hacia atrás en esto me parece que de inmediato nos tiene que generar una reacción, 
porque es necesario apoyar aquella tendencia a la profesionalización en el uso de la fuerza. Lo cierto 
es que nosotros recibimos la comunicación a última hora, si no recuerdo mal, del día martes. Los 
hechos habían ocurrido el día sábado y el miércoles intervino el servicio médico. Para revisar a las 
cuarenta y ocho personas fue necesario trabajar durante dos jornadas. Además, se dispuso que fueran 
vistas todas, sin excepción, porque era la manera de tener un panorama real de lo ocurrido. En 
definitiva, la acción de parte de la Dirección fue de preocupación real, de querer saber qué fue lo que 
ocurrió. Al plantear estos hechos no estamos juzgando o cuestionando la actividad de la Dirección ni de 


los mandos superiores, pero todavía hay una práctica que debemos desterrar: las bienvenidas y las 
despedidas, que se producen cada cierto tiempo. 


Creo que sería sencillo si existiera una directiva administrativa que estableciera que un 
Director se debe negar a recibir personas que estén golpeadas, hasta que no se aclare debidamente la 
situación. Si se establece el control preceptivo cuando salen las personas de un establecimiento y 
cuando llegan al otro, ya ahí se minimiza -aunque no se erradica- la posibilidad de maltrato. De todos 
modos, siempre existe la posibilidad, aun en ese esquema, que luego de revisada, haya un exceso por 
parte de la guardia, que sería lo que, aparentemente, ha sucedido en este caso. Entonces, tengo la 
impresión de que si a la directiva de una revisación general a la salida y a la entrada se le suma un 
claro mensaje en lo interno -haciendo comprender a estos grupos un poco nostálgicos de viejas y 
malas prácticas- de que los tiempos han cambiado y que las directivas son otras, probablemente esto 
pueda terminar en poco tiempo más. 


SEÑORA PAYSSÉ.- En alguna oportunidad ya hemos hablado de estas prácticas y, además, nos 
hemos referido a buenas prácticas, inclusive, en un caso difícil como fue el del famoso motín de los 
módulos 4 y 5, en el que hubo que realojar personas privadas de libertad en otros centros. Una de las 
precauciones que se planteó en aquel momento no fue solo el traslado hecho con normalidad, sino la 
revisación previa, a la salida de un establecimiento y, luego, la revisación previa al ingreso al otro 
establecimiento. Esto fue resaltado por el señor Garcé y nosotros lo recibimos con satisfacción, porque 
parecía que la tendencia a las bienvenidas y a las despedidas estaba aflojando. 


Sobre este asunto en particular, ¿se cumplieron las dos revisaciones? Puede que no me 
haya percatado de alguna parte de su relato porque, si fueron cumplidas las dos revisaciones, lo que 
queda pensar es que luego de ingresados a los correspondientes lugares en el establecimiento al que 
fueron llevados, alguna parte del personal fue la que asumió estas prácticas. Entonces, si bien esto 
demuestra que se está mejorando en lo que tiene que ver con desterrar este tipo de prácticas, también 
indica que las buenas prácticas tienen su punto de vulnerabilidad 


Me preocupa un poco cómo puede ser posible que esto suceda. Si esto ocurrió un sábado, 
¿recién el día martes se tomó nota del hecho? ¿Cómo un grupo de personas puede permanecer 
arrodillada tres horas y media sin que nadie diga nada? ¿O que las mismas personas involucradas lo 
asuman de forma pacífica? Porque la verdad es que la historia de las cárceles muestra que los 
reclusos no reciben este tipo de cosas de manera pacífica, sino más bien con protestas o de la forma 
que fuere. 


Independientemente de que me parece bueno que hoy este tema esté en manos de la 
Justicia y que será ella la que tendrá que intervenir, me preocupa el planteo del señor Garcé acerca del 
tiempo que transcurrió entre el hecho, la denuncia y la correspondiente inspección forense. Me 
preocupa también que en su momento esta situación no haya dado alguna señal el mismo día sábado 
y que recién un martes y frente a planteos de los familiares -que seguramente se enteraron del hecho 
el mismo día de la visita- se puedan tomar algunas medidas porque, obviamente, el tiempo corre para 
lo que todos sabemos. 


Reitero: no deja de llamarme la atención el silencio ante estos hechos cuando, en general, 
temas de estas características enseguida generan revuelo en los establecimientos carcelarios. 


SEÑOR GARCÉ.- El tema de los castigos -las bienvenidas, las despedidas, la alfombra humana-, en 
una época estaba muy fuertemente establecido y, en general, quienes eran víctimas de ese tipo de 
maltratos, tal vez no reaccionaban inmediatamente, sino que lo hacían en forma individual, con algunos 
de los funcionarios, cuando los lograban identificar o al tiempo, en una explosión colectiva de ira. Veo 
que todavía hay mucho miedo a denunciar lo que ocurre. 


En estos días, recibí otras referencias sobre algún posible maltrato en el Comcar. 
Concretamente, un interno tenía algún tipo de lesión y pidió por favor no hacer la denuncia. Dijo: "Esto 
no lo quiero denunciar porque entiendo que si lo denuncio, va a ser peor para mí". Todavía existe 
mucha resistencia y mucho miedo a hablar, por lo que puede venir después. En ese sentido, creo que 


hay que insistir -para que todo esto siga mejorando-, en que es indispensable dar a las víctimas -los 
denunciantes y los testigos- garantías efectivas. El aislamiento no siempre es efectivo. Es más: a veces 
el aislamiento deja a la persona más vulnerable, cuando conviven el denunciante y el denunciado o sus 
compañeros. Entonces, termina en una condición peor. 


Comprendo la reflexión que hace la señora Legisladora Payssé. En este caso, tengo la 
sensación de que todo el hecho fue rodeado de un manto de silencio, porque no lo sabía ni siquiera el 
Director. Y se trata de un Director que siempre está presente, que va diariamente, que está enterado de 
las cosas y, sin embargo, no se le dio cuenta en forma inmediata. Nosotros nos enteramos por los 
familiares y reaccionamos inmediatamente. Al hacerlo, nos dimos cuenta de que todo lo que era la 
cadena de mando, que tenía que estar informada porque hubo uso de la fuerza, no había sido 
informada. Además, hay algunas características del hecho como que, por ejemplo, los funcionarios que 
actuaban lo hacían con el rostro cubierto, de acuerdo con el relato de los propios internos que fueron 
víctimas de este hecho. Algunos de ellos expresaron haber sido amenazados para que no hicieran 
ningún tipo de denuncia. El mismo miedo existía hace un tiempo en la Cárcel Departamental de 
Canelones, donde recurrentemente se estaba suscitando este tipo de problemas, hasta que la 
situación no dio para más y un grupo de privados de libertad dijo: "Bueno, nosotros vamos a hablar; a 
esta altura, no nos importa si viene alguna represalia", y eso fue lo que permitió que actuara la Justicia 
y comprobara un caso real de tortura, aplicando la Ley N* 18.026. 


Tal vez una de las diferencias -que no es menor- es que en aquella instancia los privados de 
libertad querían hablar y lo hicieron inmediatamente. Acá, hubo mucho miedo; inclusive, durante las 
entrevistas con el servicio médico de la institución, personas que tenían marcas visibles decían que no 
les había pasado nada. El médico les preguntaba: "¿Pero, cómo que no te pasó nada, si yo lo estoy 
constatando?". Respondían: "No quiero hablar". 


Otra diferencia es que cuando se planteó en noviembre de 2011 la denuncia en el Juzgado 
de Canelones, la Justicia actuó inmediatamente y las personas pasaron a forense en menos de 24 o 48 
horas, pero acá, entre el hecho, el conocimiento y la posterior revisación por médico forense, pasaron 
nueve días, y la posibilidad de obtener una prueba material disminuye conforme pasa el tiempo. 


Por eso, habiendo tomado estado judicial, no podemos seguir investigando por una cuestión 
que está expresamente regulada en la ley sobre el Comisionado, pero sí corresponde hablar de las 
cuestiones generales de procedimiento, y en ese plano, es importante hablar de lo que debe ser una 
cadena de mando que funcione, sobre todo, cuando hay jerarcas honestos que vienen dando muestras 
de querer hacer bien las cosas -el Penal de Libertad es una muestra muy clara al respecto-, y cuando 
hay una parte del personal que actúa clandestinamente, es decir, con mala fe. Me animo a decirlo, 
porque no hubo una comunicación al Director, y porque, además, se hizo todo lo posible para que el 
hecho no trascendiera. 


Además, expreso mi preocupación con respecto a la actuación interna del servicio médico en 
Libertad y -por un detalle que constatamos la semana pasada- también en Comcar. Hemos dicho en 
muchas ocasiones que la llegada de los médicos de Salud Pública significó una mejora desde el punto 
de vista del derecho a la salud y lo seguimos sosteniendo, porque por una posición institucional, los 
médicos de Salud Pública son independientes con respecto a los servicios penitenciarios, y esto no 
ocurre cuando el médico está dentro de la cadena policial, ya que pierde independencia. Pero a la vez 
que señalamos esto, también cabe marcar que, con el correr de los años -ya van cinco desde el 
ingreso de los médicos de Salud Pública al sistema penitenciario-, en algunos casos, empezamos a 
encontrar, no las mismas malas prácticas de encubrimiento que había hace unos años, sino una 
tendencia a una menor proactividad. 


Esto explica lo que ocurrió en el Penal de Libertad, donde si bien uno de los golpeados pasó 
al servicio médico y se constataron las lesiones, resulta llamativo que el médico no haya dispuesto 
inmediatamente la revisación para todos los internos que estuvieran en la misma condición. Quiero 
decir que, si hay una persona que es vista en primera instancia y no presenta novedades y cuando es 
vista en segunda instancia tiene lesiones, parece razonable pensar que tal vez no sea la única. 


Entonces, es indispensable que el servicio médico ahí actúe como un veedor externo -en 
definitiva, lo es-, llamando a todas las personas y constatando la situación una por una. Cuando los 
médicos de ASSE comenzaron la actividad, me parece que el nivel de atención frente a este tipo de 
cosas era un poco mayor al que existe ahora, por acostumbramiento o por lo que sea. 


En ocasión de la visita al Comcar la semana pasada, nos pasó que constatamos que en una 
celda del Módulo 10 un interno que tenía manchas de sangre en un brazo. En principio, no parecía una 
lesión muy grave. Junto a legisladores aquí presentes, le pedimos que se descubriera, y tenía dos 
puntazos, uno en un brazo y otro cerca del hombro. La boleta médica exhibida por el Jefe del módulo 
decía: "Sin lesiones". Pedimos que lo viera el médico en segunda instancia, y en esa oportunidad fue 
certificado: "Sin lesiones agudas externas". Uno de los integrantes de esta Comisión, que es médico, 
dijo: "Ahí había una lesión aguda externa; lo pude constatar". Entonces, la pregunta es por qué en un 
caso el médico constata: "Sin lesiones" cuando no es así -eso es una certificación falsa- y por qué en el 
otro, nuevamente, el servicio médico constata: "Sin lesiones agudas externas", cuando, en realidad, las 
había. 


Creo que hay que detener estas cosas a tiempo; sobre todo, porque estamos en condiciones 
de revertir una tendencia que puede ser a un cierto descenso en el nivel de atención de este tipo de 
situaciones. Creo que es el momento de plantearlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estoy de acuerdo en que acá están fallando los procedimientos y hay que 
hacer modificaciones. Creo que hay que trabajar en dos líneas de acción: por un lado, tener una 
conversación con la Suprema Corte de Justicia para plantear la preocupación por la respuesta, porque 
es importante que la Justicia pueda actuar con todos los elementos, y por otro, en todo lo referido a los 
procedimientos internos, para que den garantías a todo el mundo. Recuerdo que ante uno de los casos 
en que el interno tenía marcas, el policía vino inmediatamente y nos dijo: "Sí, yo mentí, porque tengo 
que hacer la mía". 


Puede ser una eventualidad, aunque después probemos que no, pero lo importante es que 
haya procedimientos que den garantías a todas las partes, para que ante eventuales falsedades en la 
denuncia, el sistema funcione dando credibilidad y garantías a todo el mundo. 


Por lo tanto, me parece claro que debemos tener una instancia para discutir procedimientos, 
en un sentido constructivo. Sea porque parece que los indicadores están mostrando un regreso a 
ciertas prácticas que queremos eliminar y que no sucedan nunca más en las cárceles uruguayas, sea 
porque puede haber también elementos que no den garantías a los integrantes del sistema, me parece 
que es bueno generar un espacio de intercambio de ideas 


Así que propongo que tratemos de generar un espacio de conversación con la Suprema 
Corte de Justicia y en el ámbito del Ministerio del Interior, por lo menos, para revisar si están dadas 
todas las garantías, si está faltando algo o si hay algún otro procedimiento que permita hacer esto con 
fluidez, pero con garantías para todas las partes. 


SEÑOR MICHELINI (don Felipe).- Quisiera saber si al señor Comisionado Parlamentario le consta que 
a nivel del Ministerio del Interior hay una investigación administrativa en curso por estos hechos. 


SEÑOR GARCÉ.- Efectivamente. Sobre todo esto hablamos con el señor Ministro, con el Director del 
Instituto Nacional de Rehabilitación y con el propio Director, y en todos los niveles se me ha asegurado 
que efectivamente existe una investigación administrativa. 


Con respecto a lo que dijo el señor Presidente sobre la posibilidad de generar una instancia 
de intercambio para mejorar los procedimientos, recuerdo que en alguna comparecencia ante la 
Comisión sugerimos que, además de revisar a las personas cuando salen y cuando entran, es 
indispensable -se hace en otros países- una revisación aleatoria por el servicio médico cuando hay un 
grupo importante de trasladados, simplemente, para prevenir. Y en la medida en que los funcionarios 
saben que las personas van a ser revisadas no solo cuando entran, sino en las primeras 24 o 48 horas 
en forma aleatoria por el servicio, es un eficaz disuasivo, y no es nada difícil de hacer. Los médicos de 


Salud Pública están disponibles; se requiere simplemente que se dé la orden administrativa de realizar 
esas inspecciones aleatorias. Sería un mecanismo muy eficaz y no es complicado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, enviaremos la versión taquigráfica de esta sesión a la Suprema 
Corte de Justicia y al Ministerio del Interior, a fin de generar esas dos instancias de intercambio. 


SEÑOR PENADÉS..- Me parece que también habría que comunicar esto a la Dirección de ASSE, a fin 
de que tome las precauciones al respecto, sea a través de medidas o de la emisión de una circular que 
reitere la necesidad del cumplimiento fiel de la función para la que estos médicos han sido 
encomendados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay total acuerdo al respecto. 


Escuchamos al doctor Garcé con respecto al segundo punto, relativo a los operadores 
penitenciarios civiles. 


SEÑOR GARCÉ.- Por supuesto, este tema es mucho más grato. Tenemos la oportunidad de informar 
sobre un proceso que viene avanzando desde el año 2010. Ustedes recordarán que la Ley N* 18.667, 
de julio de 2010, previó la creación de 1.500 cargos de operadores penitenciarios, número definido en 
función de la cantidad de personas privadas de libertad; hay una relación numérica adecuada. 


Ya en 2010, la creación de 1.500 cargos parecía cuestión razonable. En línea con esto, la 
Ley de Presupuesto, N* 18.719, creó un total de 1.129 cargos: 929 de Operador l, 180 de Operador l!| 
y 20 de Supervisor Penitenciario. En el mes de agosto del año pasado, informábamos que, hasta ese 
momento, se habían provisto 356 cargos y que había otros operadores en proceso de inserción al 
sistema. ¿Cómo evolucionó esto después? En este momento, prácticamente, se está en vías de 
proveer la totalidad de los cargos creados por la Ley de Presupuesto. 


Los operadores penitenciarios se han ido insertando, primero, en Punta de Rieles y en la 
Cárcel de Mujeres. En los próximos días, se dará un primer paso que es interesante destacar: con el 
ingreso que se produjo ayer, de cuarenta operadores penitenciarios, al menos un sector del Centro 
Metropolitano de Reclusión Femenina quedará con un personal conformado íntegramente por 
operadores penitenciarios. Será la primera vez que se llegue a este nivel. Naturalmente, el sector de 
seguridad que se inaugurará en aproximadamente diez días estará gestionado por personal policial en 
función penitenciaria, pero al menos, la parte de mínima y media seguridad estará a cargo de los 
operadores penitenciarios. 


Después del informe de agosto, las novedades más importantes fueron el ingreso de 96 
operadores en Rivera y la realización de un segundo llamado en Maldonado. El primer llamado solo 
convocó a cinco interesados y había cien vacantes, pero el segundo llamado, una vez conocida la 
función, generó mucho más interés entre la población y se presentó una buena cantidad de personas. 


Ahora, hay un grupo de aproximadamente cien personas capacitándose como operadores 
penitenciarios. Una tanda de prácticamente trescientos nuevos operadores están haciendo lo mismo en 
Montevideo; han ingresado exactamente 183 Operadores Grado | y 77 Operadores Grado l!l para el 
área metropolitana. Ustedes recordarán que cuando fuimos al Comcar, en el Módulo 10 se nos dijo que 
en cuestión de cuatro o cinco días iban a ingresar dieciséis operadores. 


En fin, entre lo que se proveyó antes del informe que presentamos a esta Comisión en 
agosto del año pasado, más los que ingresaron luego y los que actualmente se están capacitando, 
incluyendo los llamados para las cárceles del interior, prácticamente, antes de fin de año se estarían 
llenando la totalidad de los cargos creados por la Ley de Presupuesto. 


En su momento, veíamos con preocupación que la inserción de estos operadores corría un 
riesgo, porque no se tenía todavía niveles jerárquicos de referencia con personal civil. Es decir, los 
primeros operadores ingresaron en un contexto que era de absoluta mayoría de funcionarios policiales 


y mandos policiales. Nos planteamos el temor de que, en definitiva, el sistema los fuera incorporando 
de a poco, y que ellos no pudieran incidir en el cambio del sistema. La creación de las distintas 
jefaturas técnicas a nivel del Instituto Nacional de Rehabilitación en cada uno de los establecimientos, 
en los que se repite la misma estructura -Director, Subdirector Administrativo, Subdirector Técnico y 
Subdirector de Seguridad- permite que cuando los operadores ingresen, tengan referentes técnicos en 
la escala de mando. 


Esto es interesante. De lo contrario, el riesgo era que se perdiera el perfil, es decir, que los 
operadores terminaran realizando las tareas que, en realidad, corresponden a la Policía. En ese caso, 
no se hubiese cumplido con la intención con la que se votó la ley, es decir, crear un sistema diferente, 
gestionado de otra manera. 


Seguramente, sobre esta experiencia puedan hacerse muchas observaciones. No tengo 
ninguna duda de que hay muchos aspectos para mejorar, pero, a veces, las necesidades hacen que 
haya que apresurar un poco la capacitación y que los funcionarios deban comenzar las tareas. En ese 
sentido, lo ideal es enemigo de lo bueno. Probablemente, una capacitación más extensa sería mejor, 
pero la necesidad está hoy. Entonces, si bien hay cosas que se pueden mejorar, creo que en líneas 
generales esta experiencia tiene que ser reconocida. 


Hay que tener en cuenta que se ha hecho una inversión muy grande, no solo en la 
construcción, sino también en la creación de estos más de mil cargos. Lo que ocurra desde ahora 
hasta el año 2015 es decisivo en dos sentidos. Por un lado, porque el Instituto Nacional de 
Rehabilitación sigue incorporando cárceles departamentales dentro de lo que es la pauta reglamentaria 
y, a veces, anticipándose, es decir, antes de los tiempos fijados por el Decreto del año 2012. 


Esto nos permite augurar que, efectivamente, en el año 2015 habrá un Sistema Nacional de 
Cárceles; el proceso habrá concluido. Por otro lado, se completará el proceso de inserción de los 
operadores penitenciarios. Es la oportunidad histórica para que haya un cambio en la gestión, no solo 
desde el punto de vista edilicio, sino en el modo de tratamiento de las personas. 


Me parece destacable lo que se ha resuelto a nivel de la Cárcel Central de Montevideo. Su 
cierre fue una buena medida. Es cierto que hay personas que tenían determinado trato -por ejemplo, 
los familiares, que no eran revisados- y que hoy nos plantean que se sienten vulnerados en sus 
derechos. Por ejemplo, antes, la visita iba a la Cárcel Central y no era revisada. Ahora, si van a 
Campanero, la visita es revisada mediante el sistema de desnudo, para realizar la inspección ocular. 
Puedo entender que algún familiar se sienta vulnerado en ese sentido y crea que se ha retrocedido. 
Aun así, creo que el Centro Metropolitano de Diagnóstico y Clasificación era algo sumamente 
necesario. 


Por otra parte, se está terminando un problema histórico de falta de transparencia. Digo esto, 
porque durante años escuchamos que ir a Cárcel Central era, a veces, el resultado de una evaluación 
de un riesgo, de la intervención de una comisión, todo de acuerdo a Derecho, pero las denuncias sobre 
la posibilidad de acceder a esos lugares por privilegio económico existían; nadie las ha materializado, 
pero la referencia estaba. Yo creo que con el cierre de la Cárcel Central se termina una posible fuente 
de corrupción, en la medida en que ahora todas las personas por igual saben que van a estar allí tres o 
cuatro días y que luego van a ser derivadas, según el criterio técnico. Sin duda, esto contribuye mucho 
a la transparencia del sistema. 


No quiero extenderme mucho más sobre esto, pero quiero poner énfasis en el momento 
particular del sistema penitenciario, porque de lo que pase de acá al año 2015 depende, en muy buena 
medida, lo que venga después. Se han generado las condiciones para un cambio. Ese cambio no está 
terminado ni completo. El período que falta es clave y no vence, necesariamente, con la Legislatura, 
sino que va un poco más allá, porque, en principio, el proceso de unificación de las cárceles terminará 
en el segundo semestre del año 2015. Pido la atención de las señoras y señores legisladores porque el 
seguimiento que se haga en este tiempo es esencial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que es muy claro que la Comisión comparte filosóficamente el papel que 
deben jugar los operadores en el proceso de rehabilitación y tener cuidado de que no se mezclen sus 
funciones con las del sistema policial, aspecto que es vital. 


SEÑOR GARCÉ.- Creo que es la oportunidad para destacar la importancia de esta dinámica de la 
Comisión todos los meses, porque le permite tener una visión directa, independientemente de lo que 
informe el asesor. 


Esta presencia es indispensable, y quiero agradecer el nivel de presencias creciente en cada 
visita, porque, reitero, genera una impresión muy favorable entre los propios privados de libertad que 
una amplia delegación del Parlamento vaya regularmente a los establecimientos, y lo quería agradecer 
y destacar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tenemos prevista una visita a la Cárcel y a la chacra de Libertad en octubre, 
con fecha a precisar, jornada que terminará alrededor de la hora 15, es decir, un poco más extensa que 
las normales. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 52.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


